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TEMA: ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - 

Improcedencia de la acción por incumplimiento del principio de 



inmediatez 

Tesis: 
«Es primordial, para su procedencia, que la acción se interponga de 

manera oportuna en relación al hecho que presuntamente conculca 

derechos fundamentales, tal como lo ha precisado la Sala en punto de 
definir el denominado requisito de inmediatez; por ejemplo, en 

providencia del 29 de enero de 2014, radicado 35166, esta Corporación 
consideró:  

 
 

«De otra parte, y aunado a lo anterior la Sala ha reiterado que el principio 
de la inmediatez es una condición de procedencia de la acción de tutela, 

en orden a garantizar la protección de los derechos que se consideran 
vulnerados. Por ello, es indispensable estudiar cada caso en particular, 

toda vez que es necesario que exista una proporcionalidad entre el medio 
y el fin perseguido, que se promueva dentro de un término razonable y 

prudencial, en razón de la misma finalidad de la tutela.  
 

El requisito de inmediatez exige que la acción constitucional sea 

presentada en un lapso de tiempo cercano a la ocurrencia de los hechos 
que se considera vulneran los derechos fundamentales, con el objeto de 

evitar que el paso del tiempo desvirtúe la amenaza o violación».  
 

En efecto, observa la Sala que la sentencia que según el actor conculcó 
su derecho fundamental al debido proceso, fue proferida el 6 de marzo de 

2012, frente a esta interpuso el recurso extraordinario de casación, el cual 
se inadmitió el 27 de febrero de 2013 y, finalmente, el de insistencia, el 

20 de noviembre siguiente; como quiera que el amparo constitucional se 
presentó el 22 de octubre de 2014, cuando habían transcurrido más de 

11 meses respecto de la última providencia, no existe proporcionalidad 
con el fin de la tutela, esto es, la protección inmediata de los derechos 

fundamentales, por lo que no se cumple con el requisito de inmediatez. 
». 

 

DERECHO AL DEBIDO PROCESO - Proceso penal: razonabilidad de la 
decisión que condena por acceso carnal violento cuando la víctima de 

antaño ha recibido agresiones no denunciadas (análisis efectuado por el 
Tribunal Superior en la sentencia penal) 

 
DERECHOS DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA - 

Acceso carnal violento: delito calificado por el Tribunal Superior como una 
de las manifestaciones más grave de la delincuencia sexual contra la 

mujer, cuando se presenta en el hogar o proviene de sujetos con los que 
la víctima tiene relaciones interpersonales o de parentesco 



 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD INTEGRIDAD Y FORMACIÓN 
SEXUAL - Acceso carnal violento: cuando existe cercanía entre los 

intervinientes en el acto, la violencia excluye el consentimiento (análisis 

efectuado por el Tribunal Superior en la sentencia penal) 
Tesis: 

«Ahora bien, si pasara inadvertido tal presupuesto, de todas maneras 
observa la Sala que el Tribunal demandado sustentó de manera razonable 

la decisión que aquí cuestiona el actor, pues se soportó en la doctrina 
internacional que sobre el tema discutido se ha desarrollado, en aras de 

la protección y guarda a la mujer, y en la superación de estereotipos de 
género que han validado que se considere a la mujer como objeto.  

 
En efecto, el Juez plural trajo a sus consideraciones los imperativos 

consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José, la Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia Contra la Mujer o Convención Belém do Pará, todas 
estas, integrantes del bloque de constitucionalidad, de conformidad con 

lo señalado en el artículo 93 superior, y de insoslayable atención por parte 
de los jueces, dado el rango idéntico que comparten con la Carta Política.  

 
Destacó además la Encuesta Nacional de Salud realizada por el Ministerio 

de Protección Social, que indicó que «Ni el Estado ni la sociedad están lo 
bastante sensibilizados a la necesidad de abordar el problema de la 

violencia doméstica. La impunidad de los autores de estos actos contra la 
mujer es prácticamente el 100%», y a partir de ese trabajo argumentativo 

que usó para poner en contexto la delicada situación que se estudiaba, 
calificó el hecho de acceso carnal violento, o violación, «como una de las 

manifestaciones más graves de la delincuencia sexual cometida en contra 
de la mujer, sobre todo cuando se presenta en el hogar o proviene de 

sujetos con los que la víctima tiene relaciones interpersonales o de 

parentesco».  
 

Al abordar el caso concreto, precisó el Juzgador que, aunque exista 
cercanía entre los que intervienen en el acto, si ha mediado violencia, «se 

excluye el consentimiento en la medida en que ya no sería un acto de 
libertad», de suerte que, concluyó, tal actuar contrario corresponde un 

elemento del tipo penal, aunado a que la ley exige que la víctima haya 
sido coaccionada, y en tal perspectiva, descartó la posibilidad de que 

existiera la asunción del peligro por parte de la denunciante, que incluso 
era la cónyuge, pues «cuando el sujeto activo se vale de cualquier vía de 



hecho o agresión contra la libertad física o la liberad de disposición del 

sujeto pasivo, resulta suficiente para adecuar el tipo penal en la medida 
en que vence la resistencia de la persona».  

 

Fue ese el pilar fundamental de la Colegiatura demandada para dictar la 
providencia, lo cual fortaleció cuando ahondó en el acervo probatorio, 

pues halló un historial de violencia intrafamiliar y ruptura de la relación 
sentimental de varios años atrás, y ello lo obligó a reflexionar que, el 

hecho de no haber acudido a esa jurisdicción con anterioridad, no le 
restaba «fuerza probatoria» a la denuncia, por el contrario aclaró que «no 

puede negársele el derecho que tiene en un acto valeroso, rompiendo 
esquemas y paradigmas, de acudir a la justicia luego de ser víctima de 

reiterada agresión».  
 

Y en cuanto al peritaje que se realizó respectó de la comprobación de las 
relaciones sexuales sostenidas, no es cierto que haya pasado por alto, 

pues dijo el Tribunal:  
 

«Recuérdese que la declaración de la ofendida fue corroborada por la 

prueba pericial que estableció que había sostenido una relación sexual 
recientemente y que en su saco vaginal permanecían espermatozoides.  

 
No pudiendo negarse la fuerza demostrativa de tal apreciación médica, 

por el hecho de que la fiscalía dentro de su potestad investigativa no 
considerara indispensable, ante la contundencia de la declaración de la 

víctima, el cotejo de ADN. Agregando esta Sala que, en todo caso, no 
existe ni tímidamente el señalamiento de que la señora Esguerra Enciso 

para la época de los hechos, tuviese otro compañero sexual de donde 
resultara cuestionable la propiedad del esperma, concluyéndose como ella 

lo aseveró bajo la gravedad de juramento que pertenecía a Gómez 
Casas».  

 
Es por lo anterior que no puede tildarse la decisión del Juez plural como 

arbitraria y constitutiva de «vía de hecho», pues fue basada en las 

pruebas aportadas y edificada en criterios mínimos de razonabilidad, que 
no traducen la vulneración de la garantía constitucional invocada, dado 

que ello corresponde al legítimo y fundamental ejercicio de la 
independencia judicial de los Jueces en el estudio de los asuntos que 

resuelven, por lo que se confirmará el fallo impugnado ». 
 

CONSIDERACIONES: La vía preferente de la tutela, establecida en el 
artículo 86 de la Constitución Política, permite a todo ciudadano acudir a 

la Rama Judicial en procura de obtener una orden que impida un acto 
amenazante o lo suspenda, siempre que se trate de proteger derechos 



fundamentales. 

 
Ahora bien, tratándose de tutelas contra providencias judiciales, esta Sala 

ha mantenido el criterio de que la acción es improcedente, salvo que con 

las actuaciones u omisiones de los jueces, resulten violados, en forma 
evidente, derechos de estirpe constitucional. 

 
Es primordial, para su procedencia, que la acción se interponga de manera 

oportuna en relación al hecho que presuntamente conculca derechos 
fundamentales, tal como lo ha precisado la Sala en punto de definir el 

denominado requisito de inmediatez; por ejemplo, en providencia del 29 
de enero de 2014, radicado 35166, esta Corporación consideró: 

 
«De otra parte, y aunado a lo anterior la Sala ha reiterado que el principio 

de la inmediatez es una condición de procedencia de la acción de tutela, 
en orden a garantizar la protección de los derechos que se consideran 

vulnerados. Por ello, es indispensable estudiar cada caso en particular, 
toda vez que es necesario que exista una proporcionalidad entre el medio 

y el fin perseguido, que se promueva dentro de un término razonable y 

prudencial, en razón de la misma finalidad de la tutela. 
 

El requisito de inmediatez exige que la acción constitucional sea 
presentada en un lapso de tiempo cercano a la ocurrencia de los hechos 

que se considera vulneran los derechos fundamentales, con el objeto de 
evitar que el paso del tiempo desvirtúe la amenaza o violación». 

 
En efecto, observa la Sala que la sentencia que según el actor conculcó 

su derecho fundamental al debido proceso, fue proferida el 6 de marzo de 
2012, frente a esta interpuso el recurso extraordinario de casación, el cual 

se inadmitió el 27 de febrero de 2013 y, finalmente, el de insistencia, el 
20 de noviembre siguiente; como quiera que el amparo constitucional se 

presentó el 22 de octubre de 2014, cuando habían transcurrido más de 
11 meses respecto de la última providencia, no existe proporcionalidad 

con el fin de la tutela, esto es, la protección inmediata de los derechos 

fundamentales, por lo que no se cumple con el requisito de inmediatez. 
 

Ahora bien, si pasara inadvertido tal presupuesto, de todas maneras 
observa la Sala que el Tribunal demandado sustentó de manera razonable 

la decisión que aquí cuestiona el actor, pues se soportó en la doctrina 
internacional que sobre el tema discutido se ha desarrollado, en aras de 

la protección y guarda a la mujer, y en la superación de estereotipos de 
género que han validado que se considere a la mujer como objeto. 

 
En efecto, el Juez plural trajo a sus consideraciones los imperativos 



consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José, la Convención 

sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Contra la Mujer o Convención Belém do Pará, todas 

estas, integrantes del bloque de constitucionalidad, de conformidad con 
lo señalado en el artículo 93 superior, y de insoslayable atención por parte 

de los jueces, dado el rango idéntico que comparten con la Carta Política. 
 

Destacó además la Encuesta Nacional de Salud realizada por el Ministerio 
de Protección Social, que indicó que «Ni el Estado ni la sociedad están lo 

bastante sensibilizados a la necesidad de abordar el problema de la 
violencia doméstica. La impunidad de los autores de estos actos contra la 

mujer es prácticamente el 100%», y a partir de ese trabajo argumentativo 
que usó para poner en contexto la delicada situación que se estudiaba, 

calificó el hecho de acceso carnal violento, o violación, «como una de las 
manifestaciones más graves de la delincuencia sexual cometida en contra 

de la mujer, sobre todo cuando se presenta en el hogar o proviene de 

sujetos con los que la víctima tiene relaciones interpersonales o de 
parentesco». 

 
Al abordar el caso concreto, precisó el Juzgador que, aunque exista 

cercanía entre los que intervienen en el acto, si ha mediado violencia, «se 
excluye el consentimiento en la medida en que ya no sería un acto de 

libertad», de suerte que, concluyó, tal actuar contrario corresponde un 
elemento del tipo penal, aunado a que la ley exige que la víctima haya 

sido coaccionada, y en tal perspectiva, descartó la posibilidad de que 
existiera la asunción del peligro por parte de la denunciante, que incluso 

era la cónyuge, pues «cuando el sujeto activo se vale de cualquier vía de 
hecho o agresión contra la libertad física o la liberad de disposición del 

sujeto pasivo, resulta suficiente para adecuar el tipo penal en la medida 
en que vence la resistencia de la persona». 

 

Fue ese el pilar fundamental de la Colegiatura demandada para dictar la 
providencia, lo cual fortaleció cuando ahondó en el acervo probatorio, 

pues halló un historial de violencia intrafamiliar y ruptura de la relación 
sentimental de varios años atrás, y ello lo obligó a reflexionar que, el 

hecho de no haber acudido a esa jurisdicción con anterioridad, no le 
restaba «fuerza probatoria» a la denuncia, por el contrario aclaró que «no 

puede negársele el derecho que tiene en un acto valeroso, rompiendo 
esquemas y paradigmas, de acudir a la justicia luego de ser víctima de 

reiterada agresión». 
 



Y en cuanto al peritaje que se realizó respectó de la comprobación de las 

relaciones sexuales sostenidas, no es cierto que haya pasado por alto, 
pues dijo el Tribunal: 

 

«Recuérdese que la declaración de la ofendida fue corroborada por la 
prueba pericial que estableció que había sostenido una relación sexual 

recientemente y que en su saco vaginal permanecían espermatozoides. 
 

No pudiendo negarse la fuerza demostrativa de tal apreciación médica, 
por el hecho de que la fiscalía dentro de su potestad investigativa no 

considerara indispensable, ante la contundencia de la declaración de la 
víctima, el cotejo de ADN. Agregando esta Sala que, en todo caso, no 

existe ni tímidamente el señalamiento de que la señora Esguerra Enciso 
para la época de los hechos, tuviese otro compañero sexual de donde 

resultara cuestionable la propiedad del esperma, concluyéndose como ella 
lo aseveró bajo la gravedad de juramento que pertenecía a Gómez 

Casas». 
 

Es por lo anterior que no puede tildarse la decisión del Juez plural como 

arbitraria y constitutiva de «vía de hecho», pues fue basada en las 
pruebas aportadas y edificada en criterios mínimos de razonabilidad, que 

no traducen la vulneración de la garantía constitucional invocada, dado 
que ello corresponde al legítimo y fundamental ejercicio de la 

independencia judicial de los Jueces en el estudio de los asuntos que 
resuelven, por lo que se confirmará el fallo impugnado. 

 
V. 

 
 

PARTE RESOLUTIVA: PRIMERO.- CONFIRMAR el fallo de tutela 
impugnado, de fecha y procedencia precitadas.  

 
 

SEGUNDO.- Notificar esta decisión a los interesados en la forma prevista 

por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.  
 

 
TERCERO.- Enviar el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión. 
 

CATEGORÍA: Derecho de las mujeres a una vida libre de violencia / 
Derechos sexuales y reproductivos de las mujeres 

 

 



 


